
                
 

Proyecto Barro Blanco, registrado bajo el Mecanismo de Desarrollo Limpio de la 
ONU, es suspendido por incumplimiento con su Evaluación de Impacto Ambiental 
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10 de febrero de 2015, Ciudad de Panamá, Panamá y Ginebra, Suiza. En una decisión histórica, la 
Autoridad Nacional del Ambiente (ANAM) de Panamá ordenó ayer la suspensión temporal de la 
construcción del proyecto hidroeléctrico Barro Blanco debido al incumplimiento con su Evaluación de 
Impacto Ambiental.  La represa fue registrada bajo el Mecanismo de Desarrollo Limpio (MDL) de la 
ONU pese a que amenaza con inundar el territorio de las comunidades Ngäbe Buglé. 
 
En momentos en que los delegados de los gobiernos están reunidos en Ginebra, Suiza, para elaborar 
el borrador del texto de negociación de un nuevo acuerdo climático global, la decisión tomada por la 
ANAM ilustra por qué la necesidad de que el acuerdo incorpore el respeto a los derechos humanos, 
incluidos los derechos de los pueblos indígenas.  En Ginebra, varios países ya han insistido en la 
necesidad de que las acciones climáticas respeten, protejan, promuevan y cumplan con los derechos 
humanos de todos y todas. 
 
“Panamá ha dado un primer y fundamental paso para proteger los derechos de las comunidades 
Ngäbe que no fueron consultadas adecuadamente sobre el proyecto Barro Blanco, registrado bajo el 
MDL.  Pero aún se necesita mucho trabajo” señaló Alyssa Johl, abogada sénior del Centro para el 
Derecho Ambiental Internacional.  “Panamá debe urgentemente reconocer sus obligaciones de 
proteger los derechos humanos en las acciones climáticas, como Barro Blanco; y debe hacerlo 
apoyando el llamado a incluir la protección de los derechos humanos en el régimen climático de la 
ONU”.  
 
Los actuales mecanismos climáticos como el Mecanismo de Desarrollo Limpio no brindan incentivos 
para la implementación sostenible de acciones climáticas ni ofrecen recursos en caso de impactos 
adversos. 
 
“La Junta Directiva del MDL aprobó el proyecto cuando era claro que la represa inundaría los hogares 
de numerosas familias indígenas.  Esta decisión es una señal de advertencia para introducir 
salvaguardas para proteger los derechos humanos, incluidas consultas adecuadas con los afectados y 
un mecanismo de queja”, comentó Eva Filzmoser, directora de Carbon Market Watch. 
 
La decisión de la ANAM fue motivada por una investigación administrativa que determinó un 
incumplimiento con la Evaluación de Impacto Ambiental del proyecto.  Ello incluye la falta de 
definición de acuerdos con las comunidades indígenas afectadas, deficiencias en los procesos de 
negociación; ausencia de un plan de manejo arqueológico para la protección de los petroglifos y 
otros hallazgos; incumplimientos reiterados en el manejo de la erosión y sedimentación; mal manejo 
de residuos sólidos y peligrosos; y extracción de madera sin autorización. 
 



El Centro de Incidencia Ambiental (CIAM) de Panamá consideró apropiado que la ANAM haya 
tomado medidas efectivas e inmediatas para frenar esta obra ante hallazgos que reflejan una 
inadecuada gestión ambiental de la empresa, y que requieren una investigación y sanción 
ejemplares. 
 
"Durante 15 años de oposición al proyecto Barro Blanco, hemos denunciado violaciones a nuestros 
derechos humanos e irregularidades en los procedimientos ambientales.  Estas denuncias nunca 
fueron escuchadas.  Hoy vemos con satisfacción que las autoridades nacionales las han reconocido y 
han suspendido el proyecto como primer paso para el diálogo.  Sin embargo, mantenemos la 
posición de la comunidad de solicitar la cancelación de este proyecto como única vía para proteger 
nuestros derechos humanos y territorio.  Esperamos que esto sea un ejemplo para la comunidad 
internacional, para otros proyectos hidroeléctricos en Panamá y en todos los países", señaló Weni 
Bagama, integrante del Movimiento 10 de abril (M-10). 
 
“Cualquier diálogo entre las comunidades afectadas, el gobierno y la empresa tiene que ser 
transparente, de buena fe y respetuosa de los derechos de las comunidades, e incluir todas las 
garantías para éstas participen en igualdad de condiciones y para que los acuerdos sean plenamente 
respetados” señaló María José Veramendi Villa, abogada sénior de la Asociación Interamericana para 
la Defensa del Ambiente (AIDA).  “En ese diálogo, el Estado debe tomar en cuenta todas las 
violaciones de derechos humanos denunciadas por las comunidades desde la aprobación del 
proyecto”.  
 
La suspensión de la represa hidroeléctrica Barro Blanco es celebrada por grupos ambientales en todo 
el mundo después de años de esfuerzo para apoyar a lao pueblos indígenas de la comarca Ngäbe 
Buglé, la cual ha enfrentado opresión y violaciones de sus derechos.  Ahora los ojos están puestos en 
la reacción de los bancos involucrados en el financiamiento del proyecto.  Entre ellos, el Banco de 
Desarrollo Alemán, DEG, y el Banco de Desarrollo Holandés, FMO, entidades ante las cuales el M-10 
presentó una queja en representación de las comunidades indígenas. 
 
“Urgimos a los bancos a frenar el desembolso de los fondos restantes hasta que los problemas sean 
resueltos y las comunidades indígenas estén de acuerdo con el proyecto”, dijo Kathrin Petz de 
Urgewald. 
 


